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Los acuerdos políticos son el resultado de eso tan enigmático que 

llamamos voluntad política y que consiste en una combinación de 

necesidad y sentido de responsabilidad. El actual escenario postelectoral 

añade las condiciones que lo posibilitan al coincidir la aritmética 

parlamentaria de la investidura con la demanda social de conseguir un 

amplio acuerdo político en Euskadi. Lo que quiero plantear aquí no es una 

receta mágica ni un procedimiento que nos ahorraría el esfuerzo y la 

inteligencia que se requiere para ello. Me refiero más bien a las 

disposiciones de los interlocutores para lograr un acuerdo político de 

fondo y que suponga un amplio acuerdo social. 

 

Lo primero que debe tenerse en cuenta es que la política es inseparable 

de la experiencia de la decepción. Hacer política es renunciar a otro 

procedimiento que no sea convencer, pero convencer a otros es algo 

que nunca puede estar plenamente garantizado. Quien entra en un 

diálogo, aunque las reglas de juego estén muy claras, no sabe 

exactamente cómo va a salir. Solamente es sincero un diálogo en el que 

yo pueda convencer a otros, pero en el que también pueda ser 

convencido, en todo o en parte. Lo demás son escenarios para la 

autoconfirmación. Dialogar es siempre algo arriesgado y así parecen 

haberlo entendido los que se niegan a hacerlo temiendo perder algo en 

esa operación. De ahí que la política sea fundamentalmente un 

aprendizaje de la decepción. Está incapacitado para la política quien no 

haya aprendido a gestionar el fracaso o el éxito parcial, porque el éxito 

absoluto no existe. Hace falta al menos saber arreglárselas con el fracaso 



habitual de no poder sacar adelante completamente lo que se proponía. 

La política es inseparable de la disposición al compromiso, que es la 

capacidad de dar por bueno lo que no satisface completamente las 

propias aspiraciones. Hay que aprender a vivir con ese tipo de 

frustraciones, aceptar los límites de la política y hacérselo saber a los 

propios seguidores. 

 

La política sirve a la pacificación y al acuerdo cuando se entiende y 

practica como compromiso, como diálogo y pacto, no como un medio 

para conseguir plenamente unos objetivos diseñados al margen de las 

circunstancias reales o sin tener en cuenta a los demás, entre ellos a 

quienes no los comparten. Cualquier objetivo político sólo es realizable 

en colaboración con otros que también quieren participar en la definición 

de esos objetivos. La política surge de la aceptación de esas y otras 

limitaciones. De entrada, los límites que proceden del hecho de 

reconocer otros poderes de grupos o intereses sociales con tanto 

derecho como uno para disputar la partida. Por eso la acción política 

implica siempre transigir. Quien habla continuamente el lenguaje de los 

principios, de lo irrenunciable y del combate se condena a la frustración 

crónica o al autoritarismo. La persona de exigencias absolutas es incapaz 

de negociar y termina no obteniendo nada, ni siquiera lo que podría 

haber conseguido con una estrategia inteligente. 

 

Es necesario aceptar la posibilidad de entenderse, partir del 

convencimiento de que el acuerdo es posible y, generalmente, mejor que 

su contrario. La política fracasa cuando los grupos rivales preconizan 

objetivos que según ellos no admiten concesiones y se consideran 

totalmente incompatibles y contradictorios, por lo menos tal como los 

formulan los protagonistas. Todos los fanáticos creen que sus oponentes 



están fuera del alcance de la persuasión política. Nadie que no sea capaz 

de entender la plausibilidad de los argumentos de la otra parte podrá 

pensar, y menos actuar, políticamente. 

 

Es cierto que sin antagonismo y disenso las democracias serían mas 

pobres, pero esto no es una prueba a favor de cualquier discrepancia, ni 

prestigia siempre al opositor. En muchas ocasiones llevar la contraria es 

un automatismo menos imaginativo que buscar el acuerdo. El 

antagonismo ritualizado, elemental y previsible, convierte a la política en 

un combate en el que no se trata de discutir asuntos más o menos 

objetivos sino de escenificar unas diferencias necesarias para 

mantenerse o conquistar el poder. La incapacidad de ponerse de acuerdo 

tiene no pocos efectos retardatarios, como los bloqueos y los vetos, 

pero sobre todo constituye una manera de hacer política muy elemental, 

a la que podría aplicarse aquella caracterización que hacía Foucault del 

poder como «pobre en recursos, parco en sus métodos, monótono en las 

tácticas que utiliza, incapaz de invención». Contra lo que suele decirse, 

definir las propias posiciones con el automatismo de la confrontación y 

mantenerlas incólumes es un ejercicio que no exige demasiada 

imaginación. Muchas experiencias históricas ponen de manifiesto, por el 

contrario, que los agentes políticos dan lo mejor de sí cuando tienen que 

ponerse de acuerdo, apremiados por la necesidad de entenderse. 

 

Cuando se buscan soluciones hay que moderar las expectativas. Lo más 

recomendable es no buscar la gran solución definitiva, que suele ser el 

principal enemigo de las verdaderas soluciones, que son siempre una 

mezcla de arreglos, soluciones parciales y dilaciones. Se trata de hacer 

política, como suele afirmarse repetidamente, tal vez sin haber sacado 

las consecuencias de lo que esto significa. La política se refiere a 



problemas insolubles, situaciones para las cuales no se dispone de 

cálculos previos que permitan encontrar una solución que disuelva el 

problema de una vez para siempre y se impongan con una evidencia 

irresistible. Para los problemas de exacta y definitiva solución ya 

tenemos a los expertos de diverso tipo. Por eso no es extraño que se 

haya pasado de hablar de la resolución de conflictos al 'conflict 

management'. Los problemas políticos de la sociedad tienen muchas 

soluciones posibles o no tienen ninguna que sea realmente definitiva, 

pero hay remedios, acuerdos, compromisos e incluso ajustes, ninguno 

perfecto, pero varios, o quizá muchos, en la franja que va de lo más o 

menos positivamente satisfactorio a lo más o menos tolerablemente 

aceptable. Las divergencias reales de intereses continuarán, pero con 

voluntad, habilidad, recursos y buena suerte, a veces pueden hacerse 

menos intensas y más pacíficas. Hemos de ser conscientes de que un 

acuerdo de convivencia no es un tratado apasionante del estilo de los 

que concluían las viejas guerras, ni un emocionante abrazo de 

reconciliación, sino que significa, sobre todo, que las partes en conflicto 

están de acuerdo en continuar gestionando juntos su conflicto por 

medios políticos, es decir, no violentos. Nada más y nada menos. 

 

En buena medida la política es el arte de desplazar hacia el futuro alguna 

parte de los problemas actuales. Sería un mal político aquel que actuara 

como si en el fondo pretendiera mandar al paro a toda la posteridad. Las 

soluciones políticas tienen un horizonte temporal, muchas veces 

generacional, y no conviene condicionar demasiado lo que nuestros hijos 

y nietos quieran hacer con lo que hemos acordado. 

 

Por eso no tiene nada de extraño o inquietante el hecho de que en los 

momentos de final de la violencia se intensifiquen las discrepancias 



políticas, aunque sólo sea porque la violencia silencia muchas diferencias 

y despolitiza profundamente a las sociedades. Seamus Heaney, el poeta 

irlandés que fue Premio Nobel de Literatura afirmaba en plena tregua del 

IRA y cuando, ante la sorpresa de algunos, arreciaban las disputas 

políticas: «Hemos pasado de la atrocidad al follón, pero el follón es un 

lugar donde se puede vivir perfectamente». 

 

Nada ayuda más a ponerse de acuerdo que diferenciar las aspiraciones y 

los derechos. Propiamente hablando hay muy pocos derechos, mientras 

que las aspiraciones son ilimitadas. Tenemos derecho a casarnos, por 

ejemplo, pero eso no supone una obligación recíproca para fulanita o 

menganito. Los derechos son algo muy serio, que no cabe sino 

reconocer. Con las aspiraciones en cambio se hace política. Los vascos 

tienen derecho a gobernarse de la manera que quieran, pero hacerlo de 

manera conjunta (la llamada 'territorialidad') no es un derecho de partida 

(que suponga obligaciones para otros) sino algo cuya construcción 

democrática nadie tiene derecho a impedir. Este matiz es decisivo. Los 

vascos tienen derecho a formar una unidad política si así lo desean y no 

ha de haber ningún impedimento legal para aspirar a ello, pero ese 

derecho no prefigura cuál ha de ser la forma concreta en que se realice. 

 

El conflicto vasco es un conflicto político que se nos ha hecho 

innegociable precisamente porque nos empeñamos en plantearlo como 

un conflicto de derechos. La confusión entre derechos y aspiraciones ha 

despolitizado profundamente una confrontación que se ha deslizado 

hacia la retórica jurídica. Hay demasiada gente empeñada en reconducirlo 

hacia unos términos que lo hacen políticamente intratable. En los 

extremos del espectro político hay dos tipos de actores que hacen algo, 

salvando las distancias, formalmente similar: desviar las discrepancias 



políticas hacia los tribunales o plantear el debate como una cuestión de 

derechos. Pero a estas alturas deberíamos saber que plantear los 

términos del problema en categorías de derechos tiene grandes 

limitaciones a la hora de resolver los conflictos. Si hay un buen acuerdo 

en Euskadi, este no tendrá la forma del 'reconocimiento' de un derecho, 

sino que será un acuerdo 'político'. En una democracia no se discute 

sobre derechos, sino sobre sus realizaciones concretas atendiendo a la 

voluntad real de los ciudadanos. 

 

Todo proceso de conversaciones tiene la magia de un momento 

inaugural, que dispara el apetito, instaura una dinámica de puja e incluso 

de histeria. Tampoco es muy grave si los responsables de llevarlo a buen 

puerto son capaces, sin dejar de ser exigentes en la negociación, de no 

abandonar el ámbito de lo verosímil y medir bien las expectativas que 

pueden suscitarse. Quien plantea exigencias que sabe que se van a 

truncar se pone en manos de una marea de frustración muy difícil de 

controlar. Cuando hay dos interlocutores similares lo más peligroso, 

como enseña la teoría de juegos, es aquello que consiste en ver quién 

frena más tarde cuando dos coches van a toda velocidad hacia el abismo 

(el llamado 'juego del gallina' que protagonizaba James Dean en la 

película 'Rebelde sin causa'). Yo recomendaría a los negociadores que 

jugaran a otras cosas: que compitieran, por ejemplo, a ver quién es 

capaz de generar más y mejores acuerdos, quién es más imaginativo a la 

hora de conciliar lo que parece incompatible. En el juego del diálogo 

político no siempre es lo más inteligente maximizar las reivindicaciones; 

suele ser más productivo formular las propias aspiraciones con toda la 

ambición posible pero sin sobrepasar el punto a partir del cual se 

convierten en algo inaceptable por los interlocutores. Conviene saber 



que en toda negociación suele llegar un momento en el que los 

adversarios menos extremos se ponen de acuerdo a costa del resto. 

 

Evidentemente esto exige un cambio en el estilo de liderazgo. Todos 

sabemos que para un líder político es más fácil gestionar la exaltación 

que la frustración. Una cosa es el liderazgo requerido en momentos de 

fuerte antagonismo, que se reduce a articular la resistencia contra lo que 

es percibido como amenaza exterior, y otra el liderazgo para solucionar 

el conflicto, cuando la decisión de buscar un compromiso siempre 

supone un paso hacia lo desconocido, fuera de los lugares comunes o los 

rituales aprendidos. Para estos nuevos escenarios lo que hace falta es un 

liderazgo basado en la cooperación y en un futuro compartido. 

 

El principal problema que tenemos a este respecto es que llevamos 

demasiado tiempo gestionando el conflicto y tal vez no hayamos 

desarrollado las disposiciones de liderazgo que se requieren para 

solucionarlo. Una de las cosas más improductivas de estos ritos del 

desacuerdo es que agudizan, en el seno de las organizaciones políticas, 

el dualismo entre duros y blandos, intransigentes y posibilistas, los 

guardianes de las esencias y los claudicadores. Hablando del conflicto 

irlandés, Hugo Miall se refería al peligro de que los líderes sean 

«metropolizados» y dejen atrás a unos seguidores resentidos. Se trata 

de un reparto del territorio ideológico que dificulta enormemente los 

acuerdos políticos o, cuando éstos se producen, generan mala 

conciencia, rupturas en el seno de los negociadores y decepción 

generalizada. El politólogo holandés Arend Lijphart decía que los líderes 

necesitan ser capaces de mantener el apoyo y la lealtad de sus 

seguidores e irles llevando hacia el compromiso. Liphart explica que con 

la palabra 'seguidores' no se refiere primeramente «al público en general, 



que tiende a ser más bien pasivo y en todas partes casi apolítico, y que 

por tanto no representa un gran peligro para la acomodación de las 

elites, sino más bien al grupo de medio nivel que puede ser descrito 

como la sub-elite de activistas políticos». Lo que podríamos traducir aquí 

como: las bases de los partidos, determinados agentes sociales y los 

dirigentes de los partidos pequeños que se han hecho un hueco en la 

confrontación pero ven amenazado su protagonismo en un horizonte de 

acuerdo. 

 

La síntesis entre los dos tipos de liderazgo es difícil. Lo fácil es optar por 

una de las dos posibilidades: el prestigio externo o la aclamación interior. 

En las decisiones que habitualmente tienen que tomar los partidos 

políticos ese drama se traduce en una ley que es prácticamente 

inexorable: lo que favorece la coherencia en el seno de las organizaciones 

suele impedir el crecimiento hacia fuera; en la radicalidad todos -es decir, 

más bien pocos- se mantienen unidos, mientras que las políticas flexibles 

permiten recabar mayores adhesiones aunque la unidad está menos 

garantizada. Lo primero sale bien siempre y se asegura el corto plazo, 

aunque termina siendo desastroso; lo segundo resulta más arriesgado, 

sale bien a veces, pero entonces proporciona unos resultados 

extraordinarios. 

 

Un diálogo en busca del acuerdo sólo es posible si hay confianza y la 

confianza únicamente se produce mediante la autolimitación y el 

compromiso de una evaluación compartida sobre el desarrollo de lo 

acordado. Los diálogos no avanzan o se rompen cuando los 

interlocutores son incapaces de establecer a qué están dispuestos a 

renunciar, si sólo juegan a los máximos. La autolimitación verosímil 

genera en los demás la confianza necesaria para encaminarse hacia el 



acuerdo. El binomio 'no imponer-no impedir' (Josu Jon Imaz) o el de 

'capacidad de decidir-obligación de pactar' (Elkarri), podrían generar un 

espacio inicial de confianza. Un derecho está limitado por una obligación 

y esta obligación tiene sentido en el marco de aquel derecho. 

Formulaciones de este estilo tienen además la virtud de romper el 

aislamiento de los interlocutores e interiorizar el punto de vista del otro. 

Con las ideas de 'no imponer' y 'obligarse a pactar' los nacionalistas 

interiorizan la decisión de los otros en la formación de la propia voluntad, 

pero no de cualquier manera, como imposición, subordinación o 

'cepillado'. Porque al mismo tiempo los no nacionalistas se comprometen 

a reconocer que las decisiones de los vascos deben ser respetadas e 

incorporadas al ordenamiento jurídico mediante un proceso de pacto, es 

decir, algo que no es subordinación o imposición. Pero esto tampoco se 

reconoce a cualquier precio, sin condiciones, sino bajo el supuesto de 

que el acuerdo en Euskadi será amplio y que su tramitación en las Cortes 

no es tampoco una modificación unilateral sino un verdadero pacto. 

 

Éste es el círculo virtuoso de los diálogos políticos, que sólo son 

fructíferos si se ha abandonado la pretensión de imponer. Esto no es 

claudicación o desarme unilateral sino ejercicio de inteligencia política, 

porque la complejidad de este país hace que a quien le favorecería un 

acuerdo meramente mayoritario en un territorio le conviene que en otro 

sea más exigente la mayoría requerida, que quien puede ejercer aquí un 

veto lo puede padecer allí. Esto que parece una limitación del 

nacionalismo vasco, en el fondo, es su única posibilidad de avanzar 

simultáneamente en la línea de la territorialidad y en la profundización del 

autogobierno, pero también beneficia a los no nacionalistas, que así 

podrían ver el derecho a decidir como algo que generalmente les 

beneficia y que remite al respaldo efectivo de la ciudadanía. El método 



sería similar para todos: renunciar a la imposición en aquella dimensión en 

que nos es posible para que no nos la apliquen en el ámbito en el que no 

nos resulta deseable. Bastaría con que sacáramos las conclusiones de 

esa doble limitación para configurar un verdadero espacio de encuentro 

en el seno de la sociedad vasca y de ésta con el Estado español. 


